
  

 

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 1 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así: 

 

DECRETA: 

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto modificar el Título IV de la Ley 

1564 de 2012, referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante, a fin de: 

A. Fortalecer las garantías procesales de los acreedores, para que, dentro de un 

concepto de bien común, puedan negociar y recibir el pago de sus acreencias 

en términos que resulten razonables. 

B. Instituir un régimen diferenciado, cuando dentro de los acreedores se encuentre 

una o más empresas de economía solidaria. 

Consolidar el principio de Par Conditio Creditorum como base fundamental del 

principio de igualdad entre acreedores, en el trámite de insolvencia de persona 

natural no comerciante.  

C. Establecer medidas para flexibilizar el proceso de insolvencia de persona 

natural no comerciante, tras la crisis económica generada por la pandemia 

Covid - 19. 

D. Modificar varias normas del régimen, cuya aplicación ha dado lugar a 

controversias e inconvenientes en la negociación de deudas y a situaciones de 

estancamiento de los procesos liquidatarios de negociación de deudas, de 

convalidación de acuerdos privados y de liquidación patrimonial.  



  

 

 

Sustento Fáctico y/o Normativo: Esta modificación es necesaria, en aras de 

garantizar el principio de par conditio creditorum, el cual en palabras de la Corte 

Constitucional “En el desarrollo doctrinal de los procesos concursales se ha 

entendido como uno de los principios medulares del estos el respeto del principio 

par conditio creditorum. Con este se persigue que los créditos existentes sean 

pagados en igual proporción, plazo y forma exceptuando los órdenes o categorías 

de pago fijados por ley. En consecuencia, tratándose de créditos de la misma 

categoría, se debe respetar la igualdad de tratamiento derivada de tal principio y 

dar igual trato a acreedores en iguales condiciones”. “Sólo de manera 

extraordinaria se ha permitido la excepción a la igualdad entre acreedores. Tal es 

el caso de las personas con quienes las empresas en liquidación tenían acreencias 

pensionales y se les habían dejado de pagar en virtud de tal proceso concursal. La 

Corte estimó que en este tipo de situaciones debería primar la garantía de los 

derechos fundamentales y no aplicarse inflexiblemente el principio par conditio 

creditorum. Salvo este tipo de excepciones, la Corte Constitucional ha propendido 

en su jurisprudencia por el respeto al reconocimiento igualitario de los créditos”. 

(Subrayado nuestro) (Corte Constitucional. Sentencia T-441 de 2002). 

 

Atentamente, 

 

 

 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 

 

 

 

 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 3 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así: 

 

Artículo 3º. Modifíquese el artículo 533 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

Artículo 533.  COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS PROCEDIMIENTOS DE 

NEGOCIACIÓN DE DEUDAS Y CONVALIDACIÓN DE ACUERDOS DE LA PERSONA 

NATURAL NO COMERCIANTE.   Conocerán de los procedimientos de negociación 

de deudas y convalidación de acuerdos de la persona natural no comerciante, los 

centros de conciliación del lugar del domicilio del deudor, expresamente   

autorizados   por   el Ministerio de   Justicia   y del Derecho, para adelantar este tipo 

de procedimientos a través de los conciliadores inscritos en sus listas. Las notarías 

del lugar de domicilio del deudor lo harán a través de sus notarios y conciliadores 

inscritos en las listas conformadas para el efecto de acuerdo con el reglamento. 

El deudor podrá acudir a un abogado certificado como conciliador para que este 

conozca directamente de estos procedimientos, únicamente con 

acompañamiento de un delegado del Ministerio Público, instancia que deberá 

avalar el acuerdo de pago producto de la negociación de deudas.  En caso de 

que el municipio no cuente con centros de conciliación o con abogados 

conciliadores, el agente del Ministerio Público llevará a cabo el proceso de qué 

trata este artículo. 

Las notarías podrán, a través de convenios con los centros de conciliación 

autorizados conforme al inciso anterior, designar, para llevar a cabo estos 

procedimientos, a conciliadores inscritos en sus listas. 

Los abogados conciliadores no podrán conocer directamente de estos 

procedimientos, y, en consecuencia, ellos sólo podrán conocer de estos asuntos a 

través de la designación que realice el correspondiente centro de conciliación. 



  

 

Cuando en el municipio del domicilio del deudor no existan centros de conciliación 

autorizados por el Ministerio de Justicia y del Derecho ni notaría, el deudor podrá, 

a su elección, presentar la solicitud ante cualquier centro de conciliación, notaría 

que se encuentre en el mismo circuito judicial o círculo notarial, respectivamente o 

ante un abogado conciliador. 

PARÁGRAFO. El Gobierno Nacional dispondrá lo necesario para garantizar que 

todos los conciliadores del país reciban capacitación permanente sobre el 

procedimiento de insolvencia para persona natural no comerciante. 

Sustento Fáctico y/o Normativo: Es necesaria esta modificación para dinamizar 

el servicio de insolvencia de las Notarías, teniendo en cuenta que en este 

momento, son muy pocos Notarios los que prestan este servicio de llevar 

procedimientos de insolvencia, con lo cual, al establecer la necesidad que hagan 

convenios con los Centros de Conciliación que vienen prestando el servicio, 

aumentaría la capacidad de las Notarías, y además, aumentaría la cobertura 

geográfica, demográfica y territorial del servicio de trámites de insolvencia de 

persona natural no comerciante. 

 

Por otro lado, la modificación pretende evitar considerar como operadores de 

insolvencia a abogados que no tengan el respaldo institucional, el control, la 

inspección y la vigilancia de los Centros de Conciliación (quienes a su vez tienen el 

control, inspección y vigilancia del Ministerio de Justicia y del Derecho), lo que 

generaría un caos en los trámites de insolvencia de persona natural no 

comerciante, una desconfianza hacía el procedimiento por parte de los 

acreedores (al establecer que este tipo de abogados conciliadores sean 

escogidos directamente por los deudores) y un deterioro en la calidad del servicio, 

al prever que los abogados realicen este procedimiento de cualquier oficina. 

Además, pondría eventualmente a la Comisión de Disciplina Judicial a controlar a 

los abogados que realizan este procedimiento, agravando la congestionada 

jurisdicción disciplinaria, que en este momento tiene unos niveles de congestión 

superiores al 60%. 

 

Atentamente, 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 



  

 

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 4 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así: 

 

Artículo 4º. Modifíquese el artículo 534 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedara así: 

ARTÍCULO 534. COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA CIVIL. De las 

controversias y objeciones previstas en este título conocerá, en primera o única 

instancia conforme a la cuantía de las obligaciones que se estén negociando en 

el proceso de insolvencia, el juez civil del domicilio del deudor o del domicilio en 

donde se adelante el procedimiento de negociación de deudas o validación del 

acuerdo. 

En los mismos términos, el juez civil también será competente para conocer del 

procedimiento de liquidación patrimonial.  

PARÁGRAFO PRIMERO. El juez que conozca la primera de las controversias que se 

susciten en el trámite previsto en esta ley, conocerá de manera privativa de todas 

las demás controversias que se presenten durante el trámite o ejecución del 

acuerdo. En estos eventos no habrá lugar a reparto. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. En el caso que el deudor o alguno de los acreedores, 

acuda a la doble instancia, el término inicialmente establecido en el artículo 544 

de la presente Ley, se prorrogara por 90 días hábiles, más.  

El juez civil tendrá que decidir sobre las controversias previstas en este título, dentro 

de los 20 días hábiles siguientes al recibo de los expedientes.  

 



  

 

Las partes podrán a través de la suscripción de un Pacto Arbitral en los términos 

establecidos en el artículo 3 de la Ley 1563 de 2012, llevar a Arbitraje, las 

controversias planteadas en este artículo. En este caso, podrán hacerlo en el mismo 

Centro de Conciliación dónde se está llevando el trámite previsto en este Título, si 

éste también está autorizado para llevar procesos arbitrales, y cuenta con el 

correspondiente reglamento para llevar a cabo arbitrajes en esta materia, 

conforme a los artículos 50 y 51 de la Ley 1563 de 2012. En caso contrario, las partes 

podrán elegir otro Centro de  

 

Arbitraje que reúna los requisitos establecidos. 

 

Sustento Fáctico y/o Normativo: El problema con los procesos de insolvencia 

de persona que se están llevando en la actualidad, radica en las demoras 

de los jueces civiles municipales en tramitar este tipo de controversias. Por 

esa razón, al ser la conciliación un mecanismo alternativo de solución de 

conflictos (es decir, pensada para que las partes, acudan en lo menos 

posible a la justicia ordinaria) queremos ofrecer como complemento, el 

mecanismo alternativo del Arbitraje, como una opción que puedan acudir 

las partes, si lo desean, para resolver este tipo de controversias que se 

puedan presentar el el trámite de insolvencia, y sobre todo, para evitar llevar 

siempre, todos los casos, a los congestionados juzgados civiles municipales. 

 

Atentamente, 

 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 

 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 5 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, la cual quedará así: 

 

Artículo 5º. Modifíquese el artículo 535 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedara así: 

Artículo 535. Gratuidad. Los procedimientos de negociación de deudas y de 

convalidación de acuerdo ante centros de conciliación de consultorios jurídicos de 

facultades de derecho y de las entidades públicas serán gratuitos. Los notarios y los 

centros de conciliación privados podrán cobrar por sus servicios, sin sujeción a otras 

normas que las previstas en este título. 

 

Las expensas que se causen dentro de dichos procedimientos deberán ser 

asumidas por la parte solicitante, de conformidad con lo previsto en las reglas 

generales del presente código.  

 

En el evento en que las expensas no sean canceladas, se entenderá desistida la 

solicitud.  

 

Son expensas causadas en dichos procedimientos, las relacionadas con 

comunicaciones, remisión de expedientes y demás gastos secretariales. 

 

 

 

 

 

 



  

 

 

 

PARÁGRAFO PRIMERO. Las expensas que se causen durante los procedimientos de 

negociación de deudas y de convalidación de acuerdo ante centros de 

conciliación de consultorios jurídicos de facultades de derecho y de las entidades 

públicas, así́ como el cobro de servicios que puedan hacer los notarios, los 

abogados conciliadores, los árbitros y los centros de conciliación privados de las 

entidades sin ánimo de lucro, y las demás expensas mencionadas en el presente 

artículo, serán asumidos con cargo a los recursos del Fondo de Mitigación de 

Emergencias -FOME. También lo serán los honorarios del liquidador, y los gastos en 

que este deba incurrir para el cumplimiento de sus funciones, a menos que en el 

inventario se cuente con dinero en efectivo que se pueda destinar a tales 

finalidades. 

PARÁGRAFO SEGUNDO.  A partir de la expedición de la presente ley, el Ministerio 

de Justicia y del Derecho tendrá treinta (30) días calendario para conformar una 

lista de auxiliares de justicia que deberán cumplir deberes de asistencia técnica en 

los procesos de insolvencia para personas naturales no comerciantes, en los que el 

deudor así lo solicite. 

Las expensas de sus funciones deberán ser asumidas por el deudor; en caso de que 

éste no cuente con los recursos para el pago del auxiliar de la justicia las expensas 

estarán a cargo del FOME, de que trata el Decreto Legislativo 444 de 2020, hasta 

su liquidación. Una vez liquidado el FOME deberá el Ministerio de Justicia y del 

Derecho, disponer de recursos para el cubrimiento de estas expensas cuando el 

deudor no pueda asumirlas. 

Al deudor se le deberá informar de la posibilidad de acceder a la asistencia 

técnica a la que se ha referencia en el presente artículo.  

Sustento Fáctico y/o Normativo: Esta modificación es necesaria, para mejorar la 

redacción y la comprensión de la norma. 

 

Atentamente, 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

 

 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 6 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así: 

 

Artículo 6º Adiciónese el artículo 538 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así:  

ARTÍCULO 538. SUPUESTOS DE INSOLVENCIA. Para los fines previstos en este título, se 

entenderá que la persona natural no comerciante podrá acogerse a los 

procedimientos de insolvencia cuando se encuentre en cesación de pagos. 

Estará en cesación de pagos la persona natural que como deudor o garante 

incumpla el pago de dos (2) o más obligaciones a favor de dos (2) o más 

acreedores por más de noventa (90) días calendario, o contra el cual cursen dos 

(2) o más procesos ejecutivos o de jurisdicción coactiva. 

Cuando dentro de los acreedores se encuentre una o más empresas de economía 

solidaria, el incumplimiento de pago, deberá ser como mínimo de ciento ochenta 

(180) días calendario. 

En cualquier caso, el valor porcentual de las obligaciones deberá representar no 

menos del treinta (30%) por ciento del pasivo total a su cargo. Para la verificación 

de esta situación bastará la declaración del deudor la cual se entenderá prestada 

bajo la gravedad del juramento. 

Sustento Fáctico y/o Normativo: Esta modificación es necesaria, en aras de 

garantizar el principio de par conditio creditorum, el cual en palabras de la Corte 

Constitucional “En el desarrollo doctrinal de los procesos concursales se ha 

entendido como uno de los principios medulares del estos el respeto del principio 

par conditio creditorum.  

 

 



  

 

 

Con este se persigue que los créditos existentes sean pagados en igual proporción, 

plazo y forma exceptuando los órdenes o categorías de pago fijados por ley. En 

consecuencia, tratándose de créditos de la misma categoría, se debe respetar la 

igualdad de tratamiento derivada de tal principio y dar igual trato a acreedores en 

iguales condiciones”. “Sólo de manera extraordinaria se ha permitido la excepción 

a la igualdad entre acreedores. Tal es el caso de las personas con quienes las 

empresas  

 

 

en liquidación tenían acreencias pensionales y se les habían dejado de pagar en 

virtud de tal proceso concursal. La Corte estimó que en este tipo de situaciones 

debería primar la garantía de los derechos fundamentales y no aplicarse 

inflexiblemente el principio par conditio creditorum. Salvo este tipo de excepciones, 

la Corte Constitucional ha propendido en su jurisprudencia por el respeto al 

reconocimiento igualitario de los créditos”. (Subrayado nuestro) (Corte 

Constitucional. Sentencia T-441 de 2002). 

 

Consideramos que no hay razón alguna para darle privilegios a este tipo de 

acreedores del sector solidario, por encima de los demás. 

 

Atentamente, 

 

 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 

 

 

 

 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

 

 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 7 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual, quedará así: 

 

Artículo 7º Modifíquese y adiciónese el artículo 539 de la Ley 1564 de 2012, el cual 

quedará así:  

Artículo 539. Requisitos de la solicitud de trámite de negociación de deudas. La 

solicitud de trámite de negociación de deudas deberá ser presentada 

directamente por el deudor, quien, al igual que los acreedores, podrá comparecer 

al trámite personalmente, o representado por un apoderado judicial. La solicitud 

deberá contener: 

1.Un informe que indique de manera precisa las causas que lo llevaron a la 

situación de cesación de pagos. 

2. La propuesta para la negociación de deudas, que debe ser clara, expresa y 

objetiva. Cuando dentro de los acreedores se encuentren empresas de economía 

solidaria, no se podrán incluir acreencias adquiridas durante el mes anterior a la 

presentación de la solicitud de insolvencia. 

3. Una relación completa y actualizada de todos los acreedores, en el orden de 

prelación de créditos que señalan los artículos 2488 y siguientes del Código Civil. 

Para los efectos del trámite de insolvencia, las empresas de economía solidaria se 

ubicarán como créditos de segunda clase, en el puesto número tres, dentro de los 

créditos del acreedor prendario, excepto las obligaciones que tengan garantía 

hipotecaria. 



  

 

Se deberá indicar nombre, domicilio y dirección de cada uno de ellos, dirección 

de correo electrónico, cuantía, diferenciando capital e intereses, y naturaleza de 

los créditos, tasas de interés, documentos en que consten la cual deben tener 

obligaciones claras, expresas y exigibles, fecha de otorgamiento del crédito y 

vencimiento, nombre, domicilio y dirección de la oficina o lugar de habitación de 

los codeudores, fiadores o avalistas. En caso de no conocer alguna información, el 

deudor deberá expresarlo.  

4. Una relación completa y detallada de sus bienes, incluidos los que posea en el 

exterior. Deberán indicarse los valores estimados y los datos necesarios para su 

identificación, así como la información detallada de los gravámenes, afectaciones 

y medidas cautelares que pesen sobre ellos y deberá identificarse cuáles de ellos 

tienen afectación a vivienda familiar y cuáles son objeto de patrimonio de familia 

inembargable. 

A la relación detallada de los bienes, se deberán adjuntar los documentos idóneos 

para acreditar la veracidad de la información.  

5. Una relación de los procesos judiciales y de cualquier procedimiento o actuación 

administrativa de carácter patrimonial que adelante el deudor o que curse contra 

él, indicando el juzgado o la oficina donde están radicados y su estado actual. 

6. Certificación de los ingresos del deudor expedida por su empleador o, en caso 

de que sea trabajador independiente, una declaración de los mismos, que se 

entenderá rendida bajo la gravedad de juramento, allegando los documentos que 

los sustenten. 

7. Monto al que ascienden los recursos disponibles para el pago de las obligaciones 

descontados los gastos necesarios para la subsistencia del deudor y de las personas 

a su cargo si los hubiese, de conservación de los bienes y los gastos del 

procedimiento.  

Los gastos de las personas a cargo del deudor, conservación de los bienes y del 

procedimiento, deberán ser debidamente soportados.  

8. Información relativa a si tiene o no sociedad conyugal o patrimonial vigente. En 

el evento en que la haya tenido, deberá aportar copia de la escritura pública o de 

la sentencia por medio de la cual esta se haya liquidado, o de la sentencia que 

haya declarado la separación de bienes, si ello ocurrió dentro de los dos (2) años 

anteriores a la solicitud. En cualquiera de estos últimos casos, deberá adjuntar la 

relación de bienes con el valor comercial estimado que fueron objeto de entrega. 



  

 

9. Una discriminación de las obligaciones alimentarias a su cargo, indicando 

cuantía y beneficiarios.  

PARÁGRAFO PRIMERO. La información de la solicitud del trámite de negociación de 

deudas y las declaraciones hechas por el deudor en cumplimiento de lo dispuesto 

en este artículo, se entenderán rendidas bajo la gravedad del juramento y en la 

solicitud deberá incluirse expresamente la manifestación de que no se ha incurrido 

en omisiones, imprecisiones o errores que impidan conocer su verdadera situación 

económica y su capacidad de pago. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. La relación de acreedores y de bienes deberá hacerse con 

corte al último día calendario del mes inmediatamente anterior a aquel en que se 

presente la solicitud. 

PARÁGRAFO TERCERO: El centro de conciliación y el notario, consultarán el Registro 

Único Empresarial -RUES, para verificar la declaración de que trata el presente 

artículo, a efecto de rechazar el inicio del procedimiento de negociación de 

deudas o de convalidación de acuerdos privados por falta de competencia. En 

caso de no ser posible verificarlo, podrá oficiar para obtener la información 

requerida, la cual deberá ser suministrada por el administrador de este Registro en 

un término máximo de 10 días hábiles, en los cuales quedará suspendido el 

procedimiento, para efectos del término establecido en el artículo 542 de esta Ley. 

 

PARAGRAFO CUARTO: El deudor deberá acreditar haber adquirido conocimiento 

en finanzas personales. Para tal fin, aportará una certificación expedida por 

entidad debidamente reconocida por entidad gubernamental. Cualquier 

controversia que se pueda presentar sobre los supuestos de insolvencia, o sobre la 

condición del deudor, como persona natural no comerciante, será resuelta de 

manera privativa por parte del Conciliador o el Notario. 

 

PARAGRAFO QUINTO: Durante el proceso se mantendrá el descuento de libranza o 

descuento directo autorizado a favor de los Fondos de Empleados, Cooperativas y 

Asociaciones Mutuales. En caso de querer demostrar que el deudor no cumple con 

los supuestos de insolvencia, o no es persona natural no comerciante, la carga de 

la prueba correrá a cargo del acreedor. 

 

 



  

 

 

Sustento Fáctico y/o Normativo: Esta modificación es necesaria, en aras de 

garantizar el principio de par conditio creditorum, el cual en palabras de la Corte 

Constitucional “En el desarrollo doctrinal de los procesos concursales se ha 

entendido como uno de los principios medulares del estos el respeto del principio 

par conditio creditorum. Con este se persigue que los créditos existentes sean 

pagados en igual proporción, plazo y forma exceptuando los órdenes o categorías 

de pago fijados por ley. En consecuencia, tratándose de créditos de la misma 

categoría, se debe respetar la igualdad de tratamiento derivada de tal principio y 

dar igual trato a acreedores en iguales condiciones”.  

 

“Sólo de manera extraordinaria se ha permitido la excepción a la igualdad entre 

acreedores. Tal es el caso de las personas con quienes las empresas en liquidación 

tenían acreencias pensionales y se les habían dejado de pagar en virtud de tal 

proceso concursal. La Corte estimó que en este tipo de situaciones debería primar 

la garantía de los derechos fundamentales y no aplicarse inflexiblemente el 

principio par conditio creditorum. Salvo este tipo de excepciones, la Corte 

Constitucional ha propendido en su jurisprudencia por el respeto al reconocimiento 

igualitario de los créditos”. (Subrayado nuestro) (Corte Constitucional. Sentencia T-

441 de 2002). 

 

Además, es necesario eliminar unas expresiones y aclarar otras, con el fin de 

reafirmar el principio constitucional de la Buena Fe en este tipo de procedimientos. 

También proponemos unas modificaciones para evitar que factores externos, 

como la consulta al RUE impacten negativamente el término general del 

procedimiento. 

Atentamente, 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 

 



  

 

PROPOSICION ELIMINATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 114 

de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, referente a los 

procedimientos de insolvencia de la persona natural no comerciante y se dictan 

otras disposiciones” 

 

Elimínese las siguientes expresiones del artículo 8 del proyecto de ley 064 de 2020 – 

Cámara/114 de 2020 Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se 

modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012 referente a los procedimientos de 

insolvencia de la persona natural no comerciante y se dictan otras disposiciones”, 

que quedará así:  

 

Artículo 8. Modifíquese el artículo 541 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así:  

Artículo 541.  DESIGNACIÓN DEL CONCILIADOR Y ACEPTACIÓN DEL CARGO. En caso 

de que deudor hubiera acudido a un centro de conciliación, o a una notaría o 

ante el Agente de Ministerio Público, dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a 

la presentación de la solicitud, se designará al Conciliador.  Este manifestará su 

aceptación   dentro   de   las veinticuatro (24)   horas   siguientes   a   la notificación 

del encargo, so pena de ser excluido de la lista. 

El cargo de conciliador es de obligatoria aceptación.  En el evento en que el 

conciliador se encuentre impedido y no lo declare, podrá ser recusado por las 

causales previstas en este código.  

En caso de que el deudor acuda a los servicios profesionales de un abogado 

certificado como conciliador, el deudor deberá solicitar al mismo la prestación del 

servicio por escrito, y este deberá manifestar su aceptación en el mismo término 

establecido en el primer inciso de este artículo. 

Sustento Fáctico y Normativo: Se eliminan estas expresiones por cuanto es preciso 

evitar considerar como operadores de insolvencia a abogados que no tengan el 

respaldo institucional, el control, la inspección y la vigilancia de los Centros de 

Conciliación (quienes a su vez tienen el control, inspección y vigilancia del Ministerio 

de Justicia y del Derecho), lo que generaría un caos en los trámites de insolvencia 

de persona natural no comerciante, una desconfianza hacía el procedimiento por 

parte de los acreedores (al establecer que este tipo de abogados conciliadores 

sean escogidos directamente por los deudores) y un deterioro en la calidad del 

servicio, al prever que los abogados realicen este procedimiento de cualquier 

oficina.  



  

 

 

Además, pondría eventualmente a la Comisión de Disciplina Judicial a controlar a 

los abogados que realizan este procedimiento, agravando la congestionada 

jurisdicción disciplinaria, que en este momento tiene unos niveles de congestión  

superiores al 60%. 

 

Finalmente, es preciso eliminar las expresiones en las cuales se le da al Agente del 

Ministerio Público una función con relación a este procedimiento. Eso traería como 

consecuencia, una desnaturalización de las funciones constitucionales conferidas 

al Ministerio Público, y no hay justificación para que se ponga al servicio de intereses 

particulares, como son los que se discuten en un procedimiento de insolvencia. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 

 

PROPOSICION ELIMINATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 114 

de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, referente a los 

procedimientos de insolvencia de la persona natural no comerciante y se dictan 

otras disposiciones” 

 

Elimínese la siguiente expresión del artículo 12 del proyecto de ley 064 de 2020 – 

Cámara/114 de 2020 Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se 

modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012 referente a los procedimientos de 

insolvencia de la persona natural no comerciante y se dictan otras disposiciones”, 

que quedará así: 

 

Artículo 12. Modifíquese y adicionase el artículo 545 de la Ley 1564 de 2012, el cual 

quedara así: 

Artículo 545. Efectos de la aceptación. A partir de la aceptación de la solicitud se 

producirán los siguientes efectos: 

 

1. No podrán iniciarse contra el deudor, nuevos procesos judiciales, procedimientos 

administrativos, ni contractuales, de cobro de obligaciones dinerarias, ni de 

restitución de bienes por mora en el pago de los cánones, y, se suspenderán los 

procesos de este tipo que estuvieren en curso al momento de la aceptación, sin 

perjuicio de lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 553.  

 

El deudor podrá alegar la nulidad del proceso ante el juez o funcionario 

competente, o ante el particular o mandatario encargado del cobro o ejecución, 

para lo cual bastará presentar copia de la certificación que expida el conciliador 

sobre la aceptación al procedimiento de negociación de deudas.   

 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 539, Se suspenderán los 

descuentos de nómina o de productos financieros, pagos por libranza o cualquier 

otra forma de prerrogativa relacionada con el pago o abono automático o directo 

del acreedor o de mandatario suyo, que se haya pactado contractualmente o 

que disponga la ley, excepto los relacionados con los derechos alimentarios de los 

menores de edad.  

 

 



  

 

 

Los actos que se ejecuten en contravención a esta disposición serán ineficaces, y 

las controversias sobre la ocurrencia de los hechos que den lugar a la sanción serán 

decididas por el conciliador o notario teniendo en cuenta, exclusivamente, las 

fechas de aceptación de la solicitud de negociación de deudas y de ejecución 

del hecho correspondiente. 

 

La aceptación del hecho por parte del acreedor o pagador, o el reconocimiento 

del conciliador o notario de la ocurrencia del hecho que haya dado lugar a los 

pagos o descuentos, dará lugar a la ineficacia de los mismos, y a la devolución 

inmediata al deudor de las sumas pagadas o descontadas, para cuyo efecto serán 

solidariamente responsables el pagador y el acreedor. Adicionalmente, el crédito 

respectivo será calificado como crédito legalmente postergado, de conformidad 

con el numeral 3 del artículo 572 A. 

 

3. No podrá suspenderse la prestación de los servicios públicos domiciliarios en la 

casa de habitación del deudor por mora en el pago de las obligaciones anteriores 

a la aceptación de la solicitud. Si hubiere operado la suspensión de los servicios 

públicos domiciliarios, estos deberán restablecerse y las obligaciones causadas con 

posterioridad por este concepto serán pagadas como gastos de administración. 

La misma regla aplicará a los casos de cualquier tipo de contratos de tracto 

sucesivo, como arrendamiento, educación, salud, administración de propiedad 

horizontal, etc y cualquier otro que contenga las mismas características.  

 

4. Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la aceptación del trámite de 

negociación de deudas el deudor deberá presentar una relación actualizada de 

sus obligaciones, bienes y procesos judiciales, en la que deberá incluir todas sus 

acreencias causadas al día inmediatamente anterior a la aceptación, conforme 

al orden de prelación legal previsto en el Código Civil. 

 

5. El deudor no podrá solicitar el inicio de otro procedimiento de insolvencia, hasta 

que se cumpla el término previsto en el artículo 574. 

 

6. Se interrumpirá el término de prescripción y no operará la caducidad de las 

acciones respecto de los créditos que contra el deudor se hubieren hecho exigibles 

antes de la iniciación de dicho trámite. 

 

 

 

 

 



  

 

 

7. El pago de impuestos prediales, cuotas de administración, servicios públicos y 

cualquier otra tasa o contribución necesarios para obtener la paz y salvo en la 

enajenación de inmuebles o cualquier otro bien sujeto a registro, sólo podrá exigirse 

respecto de aquellas acreencias causadas con posterioridad a la aceptación de 

la solicitud. Las restantes quedarán sujetas a los términos del acuerdo o a las resultas 

del procedimiento de liquidación patrimonial. Este tratamiento se aplicará a toda 

obligación propter rem que afecte los bienes del deudor. 

 

8. Cuando el deudor en proceso de insolvencia sea a su vez acreedor en un 

proceso de otra persona natural o jurídica, su acreencia debe ser priorizada para 

el pago, una vez presente la solicitud de insolvencia.  

 

Sustento Fáctico y Normativo: Eliminamos esas expresiones, por crear confusiones 

en la comprensión de la norma, y por problemas de redacción. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 13 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así: 

 

Artículo 13. Modifíquese el artículo 548 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedará así:  

ARTÍCULO 548. COMUNICACIÓN DE LA ACEPTACIÓN.  A más tardar al día siguiente 

a aquel en que reciba la información actualizada de las acreencias por parte del 

deudor, el conciliador comunicará a todos los acreedores relacionados por el 

deudor la aceptación de la solicitud, adjuntando copia de la misma y de sus 

anexos, e indicándoles la fecha en que se llevará a cabo la audiencia de 

negociación de deudas. La comunicación se remitirá por escrito a través este 

código para enviar notificaciones personales, o por medio digital en los términos 

del artículo 291 y de las mismas empresas autorizadas por siguientes de este código 

para enviar notificaciones personales. En caso de que la audiencia se adelante de 

forma no presencial, mediante el uso de tecnologías de la comunicación y la 

información, se comunicará la plataforma por la cual se llevará a cabo, 

debiéndose garantizar a todos los intervinientes el acceso a la misma para respetar 

el principio constitucional del debido proceso. 

En la misma oportunidad, el conciliador oficiará a los jueces de conocimiento de 

los procesos judiciales indicados en la solicitud, comunicando el inicio del 

procedimiento de negociación de deudas. En el auto que reconozca la 

suspensión, el juez realizará el control de legalidad y dejará sin efecto cualquier 

actuación que se haya adelantado con posterioridad a la aceptación. La 

suspensión del proceso no implicará la de los deberes de los auxiliares de la justicia 

frente a los bienes que administren, ni las del juez frente a dichos auxiliares. 

 

 

 



  

 

Los centros de conciliación, y los conciliadores no vinculados a éstos las notarías, y 

las partes, dispondrán de una plataforma electrónica para la realización de las 

audiencias y de una dirección electrónica para el envío de las comunicaciones y 

notificaciones a las partes, así como para el recibo de la documentación y 

observaciones correspondientes al proceso.  

PARÁGRAFO PRIMERO. En lo no dispuesto con relación al uso de tecnologías de la 

comunicación y la información, se regirá por lo establecido en el Decreto Ley 491 

de 2020 aun cuando hubiera cesado la emergencia económica, pero continúen 

los riesgos derivados del COVID 19 El Ministerio de Justicia y del Derecho 

reglamentará lo referente a la realización de cada una de las actuaciones del 

procedimiento en forma virtual, o por medio de la utilización de medios 

electrónicos. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Cuando el deudor manifieste que ignora el lugar donde 

puede ser citado un acreedor, debe practicarse el emplazamiento previsto en el 

artículo 108, y la designación de curador ad litem, si a ello hubiere lugar.  

 

Dicha designación sobre la lista de auxiliares de la justicia respectiva, deberá 

hacerla el conciliador o notario que este fungiendo como operador de insolvencia 

en el respectivo procedimiento. Esta designación deberá ser de obligatoria 

aceptación por parte del curador, so pena de ser excluido de la lista. 

 

Sustento Fáctico y Normativo: Eliminamos esas expresiones, por crear confusiones 

en la comprensión de la norma, y por problemas de redacción. 

 

Por otro lado, se necesita evitar vacíos legales innecesarios, en este caso, en el 

nombramiento del curador. 

 

Atentamente, 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 13 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así: 

Artículo 14º. Adiciónese el artículo 548 A, el cual quedara así:  

Articulo 548 A. COMPARECENCIA DE LOS ACREEDORES. Una vez comunicada a los 

acreedores la aceptación de la solicitud de insolvencia, deberán comparecer a la 

audiencia de negociación de deudas, acreditando su legitimación. 

Al inicio de la audiencia de negociación de deudas, el acreedor podrá aportar 

pruebas en las que se acredite la existencia de activos no relacionados por el 

deudor, en la solicitud del trámite.  

PARÁGRAFO. Si durante el trámite de la negociación de deudas, se llegaré a 

establecer que el deudor falto a la verdad o presentó obligaciones inexistentes, se 

podrá solicitar ante el juez civil, la terminación del procedimiento y la compulsa de 

copias a la Fiscalía el conciliador, el notario o el juez, dependiendo de la etapa en 

la cual se esté llevando a cabo, deberán dar por terminado el procedimiento.  Lo 

anterior sin menoscabo de las acciones civiles o penales a las que hubiere lugar, 

en contra del deudor que ha incurrido en este tipo de conductas. 

Sustento Fáctico y Normativo: Eliminamos esas expresiones, por crear confusiones 

en la comprensión de la norma, y por problemas de redacción. 

Atentamente,  

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 16 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así: 

 

Artículo 16º. Modifíquese y adiciónese el artículo 550 de la Ley 1564 de 2012, el cual 

quedara así:  

Artículo 550. Desarrollo de la audiencia de negociación de deudas. La audiencia 

de negociación de deudas se sujetará a las siguientes reglas: 

1. El conciliador preguntará a los acreedores si están de acuerdo con la existencia, 

naturaleza y cuantía de las obligaciones relacionadas por parte del deudor, y si 

tienen dudas o discrepancias con relación a las propias o respecto de otras 

acreencias. Si no se presentaren objeciones a los créditos, la relación presentada 

por el deudor constituirá la relación definitiva de acreencias. 

 

Enseguida, les preguntará si tienen alguna objeción respecto de la veracidad de 

la información y/o las declaraciones contenidas en la solicitud de negociación de 

deudas, y, en particular sobre la relación de sus bienes o de los gastos necesarios 

para la conservación de los mismos, el monto de sus ingresos o los gastos de 

subsistencia suya y de las personas a su cargo, o los gastos del procedimiento.  

 

Cuando dentro de los acreedores se encuentren empresas de economía solidaria 

y otro de los acreedores sea persona natural, el acreedor persona natural deberá 

probar su solvencia económica y la procedencia del dinero o bienes objeto de la 

obligación del deudor para que sea reconocida. Si no se presentaren objeciones 

sobre la relación de acreencias, esta constituirá la relación definitiva de 

acreencias.  

 



  

 

2. De existir discrepancias, el conciliador propiciará fórmulas de arreglo acordes 

con la finalidad y los principios del régimen de insolvencia, para lo cual podrá 

suspender la audiencia.  

El conciliador está facultado para solicitar información a la Dirección de Impuestos 

y Aduanas Nacionales —DIAN—, a las Cámaras de Comercio y demás entidades 

que considere pertinente, con el fin de obtener información de la solvencia del 

acreedor persona natural, así como la procedencia de los recursos establecidos en 

dicha acreencia.  

3. Si reanudada la audiencia, las objeciones no fueren conciliadas, el conciliador 

procederá en la forma descrita en los artículos 551 y 552. 

4. Si no hay objeciones o estas fueren conciliadas, habrá lugar a considerar la 

propuesta del deudor. 

5. El conciliador solicitará al deudor que haga una exposición de la propuesta de 

pago para la atención de las obligaciones, que pondrá a consideración de los 

acreedores con el fin de que expresen sus opiniones en relación con ella. 

6. El conciliador preguntará al deudor y a los acreedores acerca de la propuesta y 

las contrapropuestas que surjan y podrá formular otras alternativas de arreglo. 

7. De la audiencia se levantará un acta que será suscrita por el conciliador y el 

deudor. El original del acta y sus modificaciones deberán reposar en los archivos 

del centro de conciliación o de la notaría. En cualquier momento, las partes podrán 

solicitar y obtener copia del acta que allí se extienda. 

PARÁGRAFO. Si el deudor o su apoderado, no asisten a la audiencia y dentro de los 

tres días siguientes no allegan excusa justificada, la negociación se entenderá 

fracasada, salvo que la totalidad de los acreedores asistentes dispongan acordar 

una nueva fecha. Casos en los cuales, el conciliador conforme las facultades y 

atribuciones del artículo 537 convocará a una nueva audiencia.  

Para efectos de este parágrafo, en caso de que aún no haya relación definitiva de 

acreedores se tendrán por tales los relacionados en la solicitud. 

Sustento Fáctico y/o Normativo: Esta modificación es necesaria, en aras de 

garantizar el principio de par conditio creditorum, el cual en palabras de la Corte 

Constitucional “En el desarrollo doctrinal de los procesos concursales se ha 

entendido como uno de los principios medulares del estos el respeto del principio 

par conditio creditorum. Con este se persigue que los créditos existentes sean 

pagados en igual proporción, plazo y forma exceptuando los órdenes o categorías  



  

 

 

de pago fijados por ley. En consecuencia, tratándose de créditos de la misma 

categoría, se debe respetar la igualdad de tratamiento derivada de tal principio y 

dar igual trato a acreedores en iguales condiciones”.  

 

“Sólo de manera extraordinaria se ha permitido la excepción a la igualdad entre 

acreedores. Tal es el caso de las personas con quienes las empresas en liquidación 

tenían acreencias pensionales y se les habían dejado de pagar en virtud de tal 

proceso concursal. La Corte estimó que en este tipo de situaciones debería primar 

la garantía de los derechos fundamentales y no aplicarse inflexiblemente el 

principio par conditio creditorum. Salvo este tipo de excepciones, la Corte 

Constitucional ha propendido en su jurisprudencia por el respeto al reconocimiento 

igualitario de los créditos”. (Subrayado nuestro) (Corte Constitucional. Sentencia T-

441 de 2002). 

 

Consideramos que no hay razones de peso, para darles privilegios a ciertos 

acreedores (en este caso, los del sector solidario) sobre otros. Esto desnaturalizaría 

lo que es el proceso de insolvencia en sí. Si el poder legislativo lo permite, 

generaremos una norma abiertamente inconstitucional, y además, vendrán una 

avalancha de proyectos de ley de parte de los demás acreedores, para superar su 

condición de desventaja en este tipo de procedimientos, en las que quedarían de 

aprobarse, tal cual, este proyecto. 

 

También proponemos unas modificaciones para evitar confusiones a la hora de 

aplicar la norma, especialmente en lo referente a la representación del apoderado 

del deudor. 

 

Atentamente,  

 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

Modifíquese el artículo 17 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así:  

Artículo 17. Modifíquese el inciso primero del artículo 551 de la Ley 1564 de 2012, el 

cual quedará así: 

Artículo 551.  SUSPENSIÓN DE LA AUDIENCIA DE NEGOCIACIÓN DE DEUDAS. Si no se 

llegaré a un acuerdo en la misma audiencia y siempre que se advierta una 

posibilidad objetiva de arreglo, el conciliador podrá suspender la audiencia las 

veces que sea necesario, la cual deberá reanudar a más tardar dentro de los cinco 

(5) días hábiles siguientes en el término que considere razonable, teniendo en 

cuenta que, por ningún motivo, deberá sobrepasar el término máximo establecido 

para el procedimiento, conforme al artículo 544 de esta Ley. 

Sustento Fáctico y Normativo: La Modificación tiene la intención de facilitar el 

hecho que las suspensiones en las Audiencias deben tener un término razonable 

para hacer las consultas necesarias (sobre todo por parte de las entidades 

financieras), lo cual puede ser diferente en cada caso. 

 

Atentamente,  

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 18 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así:  

Artículo 18. Adiciónese un parágrafo al artículo 552 de la Ley 1564 de 2012, el cual 

quedara así: 

Artículo 552. Decisión sobre objeciones a los créditos y/o al contenido de la 

solicitud. Si no se conciliaren las objeciones en la audiencia, el conciliador la 

suspenderá por seis (6) días hábiles, para que dentro de los tres (3) primeros días 

hábiles inmediatamente siguientes a la suspensión, los objetantes presenten ante él 

y por escrito la objeción, junto con las pruebas que pretendan hacer valer. Vencido 

este término, correrá uno igual para que el deudor o los restantes acreedores se 

pronuncien por escrito sobre la objeción formulada y aporten las pruebas a que 

hubiere lugar. Los escritos presentados serán remitidos de manera inmediata por el 

conciliador al juez o al árbitro según el caso, quien resolverá sobre las objeciones 

planteadas, mediante auto o laudo que no admiten los recursos de ley, de 

conformidad con lo establecido en el Código General del Proceso. Una vez 

tomada la decisión, el juez o árbitro, ordenará la devolución de las diligencias al 

conciliador. 

Las obligaciones no objetadas en la audiencia y las objetadas y conciliadas en ella 

quedarán en firme al suspenderse la misma, y se considerarán parte de la relación 

definitiva de acreencias desde ese momento. 

Una vez recibida por el conciliador la decisión del juez o árbitro, se señalará fecha 

y hora para la continuación de la audiencia, que se comunicará en la misma forma 

prevista para la aceptación de la solicitud. 



  

 

Si dentro del término a que alude el inciso primero de esta disposición no se 

presentaren objeciones, quedará en firme la relación de acreencias hecha por el 

conciliador y la audiencia continuará al décimo día siguiente a aquel en que se 

hubiere suspendido la audiencia y a la misma hora en que ella se llevó a cabo. 

PARÁGRAFO. En los escritos de objeciones, se podrá solicitar al Juez o al árbitro, el 

decreto y práctica de pruebas que se consideren conducentes, pertinentes y útiles. 

El juez o el árbitro también las podrán decretar de oficio.  

En caso de que el juez o el árbitro, decrete la práctica de pruebas, el plazo inicial 

establecido en el artículo 544, se prorrogara por treinta (30) días hábiles más.  

Sustento Fáctico y Normativo: El problema con los procesos de insolvencia de 

persona que se están llevando en la actualidad, radica en las demoras de los 

jueces civiles municipales en tramitar este tipo de controversias. Por esa razón, al 

ser la conciliación un mecanismo alternativo de solución de conflictos (es decir, 

pensada para que las partes, acudan en lo menos posible a la justicia ordinaria) 

queremos ofrecer como complemento, el mecanismo alternativo del Arbitraje, 

como una opción que puedan acudir las partes, si lo desean, para resolver este 

tipo de controversias que se puedan presentar el trámite de insolvencia, y sobre 

todo, para evitar llevar siempre, todos los casos, a los congestionados juzgados 

civiles municipales. 

 

Atentamente,  

 

 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 

 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 19 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así:  

Artículo 19º. Modifíquese el artículo 553 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedara así: 

ARTÍCULO 553. ACUERDO DE PAGO. El acuerdo de pago estará sujeto a las 

siguientes reglas: 

1. Deberá celebrarse dentro del término previsto en el presente capítulo y dentro 

de la audiencia. 

2. Deberá ser aprobado por dos o más acreedores que representen más del 

cincuenta por ciento (50%) del monto total del capital de la deuda y deberá contar 

con la aceptación expresa del deudor. En caso de que, dentro de los acreedores 

se encuentren empresas de economía solidaria, el acuerdo también deberá 

contar con la aprobación de cada una de estas. 

Para efectos de la mayoría decisoria se tomarán en cuenta únicamente los valores 

por capital, sin contemplar intereses, multas o sanciones de orden legal o 

convencional, con corte al día inmediatamente anterior a la aceptación de la 

solicitud. Cuando se trate de deudas contraídas en UVR, moneda extranjera o 

cualquier otra unidad de cuenta, se liquidarán en su equivalencia en pesos con 

corte a esa misma fecha. 

3. Debe comprender a la totalidad de los acreedores objeto de la negociación. 

4. Podrá versar sobre cualquier tipo de obligación patrimonial contraída por el 

deudor, incluidas aquellas en las que el Estado sea acreedor. 

 

 



  

 

 

5. Si el acuerdo involucra actos jurídicos que afecten bienes sujetos a registro, se 

inscribirá copia del acta contentiva del acuerdo, sin que sea necesario el 

otorgamiento de escritura pública. 

6. Podrá disponer la enajenación de los bienes del deudor que estuvieren 

embargados en los procesos ejecutivos suspendidos, para lo cual el deudor 

solicitará el levantamiento de la medida cautelar, allegando el acta que lo 

contenga. 

7. Todos los créditos estatales estarán sujetos a las reglas señaladas en el acuerdo 

para los demás créditos y no se aplicarán respecto de los mismos las disposiciones 

especiales existentes. Sin embargo, tratándose de créditos fiscales, el acuerdo no 

podrá contener reglas que impliquen condonación o rebajas por impuestos, tasas 

o contribuciones, salvo en los casos que lo permitan las disposiciones fiscales. 

8. Respetará la prelación y privilegios señalados en la ley y dispondrá un mismo trato 

para todos los acreedores que pertenezcan a una misma clase o grado. No 

obstante, con la aprobación del 60% de los votos, se podrá disponer que los 

créditos de tercera clase sean pagados en los mismos términos que los de la 

segunda clase. 

9. En ningún caso el acuerdo de pagos implicará novación de obligaciones, salvo 

pacto en contrario aceptado de manera expresa por el deudor y por cada 

acreedor de manera individual o por la totalidad de acreedores.  

10. No podrá preverse en el acuerdo celebrado entre el deudor y sus acreedores 

ni en sus reformas un plazo para la atención del pasivo superior a cinco (5) años 

contados desde la fecha de celebración del acuerdo, salvo que así lo disponga 

una mayoría superior al sesenta por ciento (60%) de los votos, o que originalmente 

alguna de las obligaciones hubiere sido pactada por un término superior. 

11. La condonación total de los intereses, de las multas o de las sanciones de orden 

legal o convencional, deberán ser aprobadas con el voto favorable de un numero 

plural de acreedores que equivalga a más del 50% de los votos de los acreedores.  

PARAGRAFO PRIMERO: Los pagos para los Fondos de Empleados, Cooperativas y 

Asociaciones Mutuales se realizarán por libranza o descuento directo y de no tener 

acuerdo o incumplir el aprobado dentro del proceso de liquidación patrimonial, el 

descuento a favor del sector solidario se mantendrá en las condiciones inicialmente 

establecidas. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. En los eventos en que el deudor sea cabeza de hogar,  



  

 

persona en situación de discapacidad y/o adulto mayor se deben pactar con los 

acreedores acuerdos de pagos que no afecten más del 50% de los ingresos del 

deudor. 

Sustento Fáctico y/o Normativo: Esta modificación es necesaria, en aras de 

garantizar el principio de par conditio creditorum, el cual en palabras de la Corte 

Constitucional “En el desarrollo doctrinal de los procesos concursales se ha 

entendido como uno de los principios medulares del estos el respeto del principio 

par conditio creditorum. Con este se persigue que los créditos existentes sean 

pagados en igual proporción, plazo y forma exceptuando los órdenes o categorías 

de pago fijados por ley. En consecuencia, tratándose de créditos de la misma 

categoría, se debe respetar la igualdad de tratamiento derivada de tal principio y 

dar igual trato a acreedores en iguales condiciones”. “Sólo de manera 

extraordinaria se ha permitido la excepción a la igualdad entre acreedores. Tal es 

el caso de las personas con quienes las empresas en liquidación tenían acreencias 

pensionales y se les habían dejado de pagar en virtud de tal proceso concursal. La 

Corte estimó que en este tipo de situaciones debería primar la garantía de los 

derechos fundamentales y no aplicarse inflexiblemente el principio par conditio 

creditorum. Salvo este tipo de excepciones, la Corte Constitucional ha propendido 

en su jurisprudencia por el respeto al reconocimiento igualitario de los créditos”. 

(Subrayado nuestro) (Corte Constitucional. Sentencia T-441 de 2002). 

 

Consideramos que no hay razones de peso, para darles privilegios a ciertos 

acreedores (en este caso, los del sector solidario) sobre otros. Esto desnaturalizaría 

lo que es el proceso de insolvencia en sí. Si el poder legislativo lo permite, 

generaremos una norma abiertamente inconstitucional, y además, vendrán una 

avalancha de proyectos de ley de parte de los demás acreedores, para superar su 

condición de desventaja en este tipo de procedimientos, en las que quedarían de 

aprobarse, tal cual, este proyecto. 

 

Atentamente,  

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 114 

de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, referente a los 

procedimientos de insolvencia de la persona natural no comerciante y se dictan 

otras disposiciones” 

 

 

Modifíquese el artículo 21 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así:  

Artículo 21. Modifíquese el 557 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedara así: 

ARTÍCULO 557. IMPUGNACIÓN DEL ACUERDO O DE SU REFORMA. El acuerdo de 

pago podrá ser impugnado cuando: 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 553, contenga cláusulas 

que violen el orden legal de prelación de créditos, sea porque alteren el orden 

establecido en la Constitución y en la ley o dispongan órdenes distintos de los allí 

establecidos, a menos que hubiere mediado renuncia expresa del acreedor 

afectado con la respectiva cláusula.  

2. Contenga cláusulas que establezcan privilegios a uno o algunos de los créditos 

que pertenezcan a una misma clase u orden, o de alguna otra manera vulneren la 

igualdad entre los acreedores, a menos que hubiere mediado renuncia expresa 

del acreedor afectado con la respectiva cláusula. 

3. No comprenda a todos los acreedores anteriores a la aceptación de la solicitud. 

4. Contenga cualquier otra cláusula que viole la Constitución o la ley. 

5. No se haya aprobado el acuerdo o alguna de sus cláusulas con la mayoría 

necesaria para el caso. 

 

 



  

 

Los acreedores disidentes deberán impugnar el acuerdo en la misma audiencia en 

que este se haya votado. El impugnante sustentará su inconformidad por escrito 

ante el conciliador dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la audiencia, 

allegando las pruebas que pretenda hacer valer, so pena de ser considerada 

desierta. Vencido este término, correrá uno igual para que el deudor los demás 

acreedores se pronuncien por escrito sobre la sustentación y aporten las pruebas 

documentales a que hubiere lugar. Los escritos presentados serán remitidos de 

manera inmediata por el conciliador al juez o árbitro, quien resolverá la 

impugnación. 

Si el juez o el árbitro, no encuentran probada la nulidad, o si esta puede ser saneada 

por vía de interpretación, así lo declarará en la providencia o laudo que resuelva 

la impugnación y devolverá las diligencias al conciliador para que se inicie la 

ejecución del acuerdo de pago. En caso contrario el juez o el árbitro, declararán 

la nulidad del acuerdo, expresando las razones que tuvo para ello y lo devolverá 

al conciliador para que en un término de diez (10) días hábiles se corrija el acuerdo. 

Si dentro de dicho plazo el acuerdo se corrige con el cumplimiento de los requisitos 

para su celebración, el conciliador deberá remitirlo inmediatamente al juez o al 

árbitro, para su confirmación. En caso de que el juez o el árbitro lo encuentren 

ajustado, procederá a ordenar su ejecución. El auto que decida la nulidad, 

admitirá los recursos de ley, de conformidad con lo establecido en el Código 

General del Proceso.  

En el evento que el acuerdo no fuere corregido dentro del plazo mencionado el 

conciliado informará de dicha circunstancia al juez o al árbitro, para que decreten 

la apertura del proceso de liquidación patrimonial y remitirá las diligencias. De igual 

manera, habrá lugar al decreto de liquidación patrimonial cuando pese a la 

corrección, subsistan las falencias que dieron lugar a la nulidad. 

PARÁGRAFO PRIMERO. El juez o el árbitro, resolverá sobre la impugnación 

atendiendo el principio de conservación del acuerdo. Si la nulidad es parcial, y 

pudiere ser saneada sin alterar la base del acuerdo, el juez o el árbitro, lo 

interpretarán y señalarán el sentido en el cual este no contraríe el ordenamiento. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Los acreedores ausentes no podrán impugnar el acuerdo. 

PARÁGRAFO TERCERO. De igual forma, en la audiencia, el deudor podrá impugnar 

la manifestación del conciliador de que el acuerdo no obtuvo la mayoría de votos 

necesaria para su aprobación, y a tal manifestación se le dará el trámite previsto 

en este artículo para la impugnación del acuerdo. 



  

 

Sustento Fáctico y Normativo: El problema con los procesos de insolvencia de 

persona que se están llevando en la actualidad, radica en las demoras de los 

jueces civiles municipales en tramitar este tipo de controversias. Por esa razón, al 

ser la conciliación un mecanismo alternativo de solución de conflictos (es decir, 

pensada para que las partes, acudan en lo menos posible a la justicia ordinaria) 

queremos ofrecer como complemento, el mecanismo alternativo del Arbitraje, 

como una opción que puedan acudir las partes, si lo desean, para resolver este 

tipo de controversias que se puedan presentar el trámite de insolvencia, y sobre 

todo, para evitar llevar siempre, todos los casos, a los congestionados juzgados 

civiles municipales. 

 

Además, hacemos unas precisiones, para mejorar el alcance y la comprensión de 

la norma. 

 

Atentamente,  

 

 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 24 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así:  

Artículo 24. Modifíquese y Adiciónese el Artículo 560 de la Ley 1564 de 2012, el cual 

quedara así: 

 

Artículo 560. Incumplimiento del acuerdo. Si el deudor no cumple las obligaciones 

convenidas en el acuerdo de pago, cualquiera de los acreedores o el mismo 

deudor, informarán por escrito de dicha situación al conciliador, dando cuenta 

precisa de los hechos constitutivos de incumplimiento. Dentro de los diez (10) días 

hábiles siguientes al recibo de dicha solicitud el conciliador citará a audiencia a fin 

de revisar y estudiar por una sola vez la reforma del acuerdo de pago, de 

conformidad con el procedimiento previsto en el artículo 556. 

 

Si en la audiencia se presentaren diferencias en torno a la ocurrencia de los eventos 

de incumplimiento del acuerdo, y estas no fueren conciliadas, el conciliador 

dispondrá la suspensión de la audiencia, para que quien haya alegado el 

incumplimiento lo formule por escrito dentro de los cinco (5) días siguientes, junto 

con la sustentación del mismo y las pruebas que pretenda hacer valer. Vencido 

este término, correrá uno igual para que el deudor o los restantes acreedores se 

pronuncien por escrito sobre el incumplimiento alegado y aporten las pruebas a 

que hubiere lugar. Los escritos presentados serán remitidos de manera inmediata 

por el conciliador al juez o al árbitro, quien resolverá de plano sobre el asunto, 

mediante auto o laudo que no admiten ningún recurso.  

 

Si dentro del término a que alude el inciso anterior no se presentare el escrito de 

sustentación, se entenderá desistida la inconformidad y se continuará la ejecución 

del acuerdo.  



  

 

 

En caso de no hallar probado el incumplimiento, el juez o el árbitro, ordenará que 

se devuelvan las diligencias al conciliador, quien comunicará de ello a las partes 

para que se continúe con la ejecución del acuerdo.  

 

En caso de encontrar probado el incumplimiento, en el mismo auto que lo declare, 

el juez o el árbitro, ordenará que se devuelvan las diligencias al conciliador, para 

que se proceda a estudiar la reforma del acuerdo.  

 

Si al cabo de la audiencia de reforma no se modifica el acuerdo, el conciliador 

remitirá el proceso al juez civil de conocimiento para que decrete la apertura del 

proceso de liquidación patrimonial. De igual manera, habrá lugar al decreto de 

liquidación patrimonial cuando, pese a la corrección, subsistan las falencias que 

dieron lugar a la nulidad.   

 

Si, pactada la modificación, el deudor incumple nuevamente, se seguirá el trámite 

previsto en este mismo artículo, pero, en caso de encontrar el juez probado el 

incumplimiento, en el mismo auto que lo declare decretará la apertura del proceso 

de liquidación patrimonial.  

Sustento Fáctico y Normativo: El problema con los procesos de insolvencia de 

persona que se están llevando en la actualidad, radica en las demoras de los 

jueces civiles municipales en tramitar este tipo de controversias. Por esa razón, al 

ser la conciliación un mecanismo alternativo de solución de conflictos (es decir, 

pensada para que las partes, acudan en lo menos posible a la justicia ordinaria) 

queremos ofrecer como complemento, el mecanismo alternativo del Arbitraje, 

como una opción que puedan acudir las partes, si lo desean, para resolver este 

tipo de controversias que se puedan presentar el trámite de insolvencia, y sobre 

todo, para evitar llevar siempre, todos los casos, a los congestionados juzgados 

civiles municipales. 

 

Atentamente,  

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

 

Modifíquese el artículo 26 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así:  

Artículo 26. Adiciónese el artículo 561 A, el cual quedara así: 

 

Artículo 561 A. En este procedimiento se aplicarán las normas generales del Código 

General del Proceso, en aquellos aspectos que no estén regulados expresamente 

para el proceso de insolvencia de persona natural no comerciante y que sean 

competencia del juez civil municipal en única o primera instancia. 

 

Lo anterior, sin desconocer las normas propias que regulan a las organizaciones 

solidarias En casos en dónde actúe el árbitro conforme a lo previsto en el presente 

título, se deberá seguir el procedimiento del Centro y aprobado para tales efectos 

por el Ministerio de Justicia y del Derecho. Asimismo, deberá tenerse en cuenta, 

tanto la Ley 1563 de 2012, como el Código General del Proceso, para lo pertinente.  

 

Sustento Fáctico y Normativo: El problema con los procesos de insolvencia de 

persona que se están llevando en la actualidad, radica en las demoras de los 

jueces civiles municipales en tramitar este tipo de controversias. Por esa razón, al 

ser la conciliación un mecanismo alternativo de solución de conflictos (es decir, 

pensada para que las partes, acudan en lo menos posible a la justicia ordinaria) 

queremos ofrecer como complemento, el mecanismo alternativo del Arbitraje, 

como una opción que puedan acudir las partes, si lo desean, para resolver este  



  

 

 

tipo de controversias que se puedan presentar el trámite de insolvencia, y sobre 

todo, para evitar llevar siempre, todos los casos, a los congestionados juzgados 

civiles municipales. 

 

 

Atentamente,  

 

 

 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 114 

de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, referente a los 

procedimientos de insolvencia de la persona natural no comerciante y se dictan 

otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 26 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así: 

Artículo 28. Modifíquese y adiciónese el Artículo 563 de la Ley 1564 de 2012, el cual 

quedara así: 

 

Artículo 563. Apertura de la liquidación patrimonial. La liquidación patrimonial del 

deudor persona natural no comerciante se iniciará en los siguientes eventos: 

 

1. Por fracaso de la negociación del acuerdo de pago.  

 

2. Como consecuencia de la nulidad no corregida del acuerdo de pago o de su 

reforma forzada por un primer incumplimiento, declarada en el trámite de 

impugnación previsto en el artículo 557 de este Título.  

 

3. Por incumplimiento del acuerdo de pago que no pudo ser subsanado en los 

términos del artículo 560. 

 

4. Por solicitud de la persona natural no comerciante, cuando esté en cesación de 

pagos, y no tenga bienes embargables suficientes para pagar el pasivo. En este 

caso, a la solicitud le será aplicable el artículo 539, excepto su numeral 2; 

igualmente, el deudor deberá hacer la actualización de que trata el numeral 3 del 

artículo 545, con corte al día anterior al auto que decrete la liquidación, y su omisión 

hará presumir que la información contenida en la solicitud no ha variado.  

 

PARÁGRAFO PRIMERO. Cuando la liquidación patrimonial se dé como 

consecuencia de la nulidad o el incumplimiento del acuerdo de pago, el juez 

decretará su apertura en el mismo auto en que declare tales situaciones.  

 

 



  

 

 

En caso de fracaso de la negociación, el conciliador remitirá las actuaciones al 

juez, quien decretará de plano la apertura del procedimiento liquidatorio, para lo 

que, solamente, verificará: (i) que en el expediente de la negociación de deudas 

obra un acta de fracaso, expedida por un conciliador o por un notario; (ii) que, si 

es un conciliador este haga parte de la lista de conciliadores de un centro de 

conciliación o de una notaría,  o acredite sumariamente que tiene la formación 

correspondiente como un abogado conciliador, y (iii) que, si es un conciliador de 

un centro de conciliación, el centro de conciliación esté autorizado por el Ministerio 

de Justicia y del Derecho para conocer de los procedimientos de insolvencia de 

persona natural no comerciante y en caso de que sea un abogado certificado en 

conciliación, logre acreditar experiencia mínima de 3 años en el ejercicio 

conciliatorio.  

 

En caso de que la anterior información no esté completa, el juez pedirá al 

remitente, a efecto de que allegue las pruebas que hagan falta. En caso de que 

no se dé alguno de los anteriores requisitos, el juez devolverá la documentación 

recibida a su remitente. Satisfechos los mencionados presupuestos, el juez 

decretará la apertura de la liquidación, a menos que, de la documentación 

completa, concluya que no es competente para conocer de la liquidación 

patrimonial del deudor, de conformidad con las reglas sobre competencia por el 

factor territorial, previstas en este título, en cuyo caso remitirá los documentos al 

que lo sea. 

 

En caso de solicitud directa por parte del deudor, el juez decidirá sobre ella bajo 

los parámetros establecidos en el artículo 542 para el conciliador frente a la solicitud 

de negociación de deudas, y durante el proceso se aplicarán las disposiciones 

contempladas en los artículos 121 y 317. 

 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Las aperturas de liquidación patrimonial fundadas en el 

fracaso de la negociación de deudas, negadas antes de la vigencia de la presente 

ley, con fundamento en motivos distintos a los señalados en este artículo se abrirán 

por dicha causal, previa solicitud del deudor o de cualquiera de los acreedores. 

Sustento Fáctico y/o Normativo: La modificación pretende evitar considerar como 

operadores de insolvencia a abogados que no tengan el respaldo institucional, el 

control, la inspección y la vigilancia de los Centros de Conciliación (quienes a su 

vez tienen el control, inspección y vigilancia del Ministerio de Justicia y del 

Derecho), lo que generaría un caos en los trámites de insolvencia de persona 

natural no comerciante, una desconfianza hacía el procedimiento por parte de los 

acreedores (al establecer que este tipo de abogados conciliadores sean  



  

 

 

escogidos directamente por los deudores) y un deterioro en la calidad del servicio. 

 

Al prever que los abogados realicen este procedimiento de cualquier oficina. 

Además, pondría eventualmente a la Comisión de Disciplina Judicial a controlar a 

los abogados que realizan este procedimiento, agravando la congestionada 

jurisdicción disciplinaria, que en este momento tiene unos niveles de congestión 

superiores al 60%. 

 

 

Atentamente,  

 

 

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

 

Modifíquese el artículo 39 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así: 

Artículo 39. Modifíquese el Artículo 573 de la Ley 1564 de 2012, el cual quedara así: 

 

Artículo 573. Información crediticia. El conciliador, el notario o el juez deberán 

reportar en forma inmediata a las entidades que administren bases de datos de 

carácter financiero, crediticio, comercial y de servicios, la información relativa a la 

aceptación de la solicitud de negociación de deudas, la celebración del acuerdo 

de pago y su cumplimiento, el inicio del procedimiento de convalidación del 

acuerdo privado o la apertura del procedimiento de liquidación patrimonial y su 

terminación. 

 

Para los efectos previstos en el artículo 13 de la Ley 1266 de 2008, a partir de la 

fecha de recibo de la noticia de la aceptación de la solicitud de negociación de 

deudas o de convalidación de acuerdo privado, los datos referentes a la situación 

de incumplimiento de las obligaciones anteriores a la fecha de la misma que podrá 

incluir el operador en las bases de datos para consulta de los usuarios se limitará a 

los días de mora y a la situación de estar el deudor tramitando dicha negociación. 

 

Recibida la noticia de la celebración del acuerdo de pago, el tiempo de mora será 

retirado de los bancos de datos por el operador, de forma que los usuarios no 

puedan acceder o consultar dicha información, y, mientras no haya recibido 

noticia del juez sobre la apertura de la liquidación, la información disponible para 

los usuarios se limitará al hecho de haberse tramitado la negociación, y haberse 

aprobado un acuerdo. 

 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=34488#13


  

 

 

Recibida la noticia de cumplimiento del acuerdo de pago, el operador retirará de 

la base de datos cualquier información negativa respecto de las obligaciones 

incluidas en la negociación de deudas. 

 

Recibida la noticia de la apertura de la liquidación patrimonial, los datos referentes 

a la situación de incumplimiento de las obligaciones anteriores a la fecha de la 

misma que podrá incluir el operador en las bases de datos para consulta de los 

usuarios se limitarán a los días de mora y a la situación de estar el deudor tramitando 

dicha liquidación. 

 

Recibida la noticia de terminación de la liquidación patrimonial, el operador 

retirará de la base de datos cualquier información negativa respecto de las 

obligaciones que hubieren sido totalmente pagadas durante el proceso 

liquidatario.  

 

Si, con posterioridad a la terminación de la liquidación patrimonial, el deudor paga 

los saldos que hubieren quedado insolutos, el acreedor informará a la entidad que 

administre la base de datos respectiva para que el dato sea eliminado en forma 

inmediata. 

 

PARÁGRAFO PRIMERO. El término de caducidad del dato negativo empezará a 

contarse un (1) año después de la fecha de la providencia de apertura de la 

liquidación patrimonial.  

 

Sustento Fáctico y/o Normativo: Es necesaria la modificación para mejorar 

la comprensión y la interpretación de la norma, y evitar innecesarios vacíos 

legales. 

 

Atentamente,  

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  

Departamento del Chocó 

 



  

 

 

PROPOSICION MODIFICATORIA 

Proyecto de Ley No 064 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de 

Ley 114 de 2020 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 333 de 2020 

Cámara 

“Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante y se dictan otras disposiciones” 

Modifíquese el artículo 43 del proyecto de ley 064 de 2020 – Cámara/114 de 2020 

Cámara/333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se modifica el Título IV de la Ley 

1564 de 2012 referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural 

no comerciante y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará así: 

Artículo 43. Sanciones. Las personas naturales no comerciantes que hagan mal uso 

del presente proceso serán objeto de una multa equivalente al diez por ciento 

(10%) de las obligaciones en cesación de pagos, objeto de la negociación.  Esta 

será decretada por parte del conciliador o el juez, de acuerdo con el momento en 

el cual se esté llevando a cabo el procedimiento. 

En el caso de que el conciliador o el notario, o el árbitro, hubieran participado en 

el mal uso del proceso acá modificado procedimiento, será objeto de las sanciones 

establecidas en la Ley 1123 de 2007. Lo anterior sin menoscabo de las sanciones 

contempladas para estos operadores, de parte del Centro de Conciliación y 

Arbitraje en su reglamento. 

Si a través del correspondiente procedimiento administrativo sancionatorio, el 

Ministerio de Justicia y del Derecho, encuentra responsabilidad del Centro en el mal 

uso del procedimiento por parte de sus operadores, deberá aplicar las sanciones 

correspondientes. 

Sustento Fáctico y/o Normativo: Es necesaria la modificación para mejorar 

la comprensión y la interpretación de la norma, y evitar innecesarios vacíos 

legales. 

Atentamente,  

 
NILTON CÓRDOBA MANYOMA 

Representante a la Cámara  


